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1. Presentación

En el marco de la ejecución del proyecto Contrarrestando la Violencia 
Antisindical, se presenta el informe de análisis de la violencia en contra 
de sindicatos y personas defensoras de Derechos Laborales en Guatemala 

durante el año 2018.

El informe recopila algunos hechos registrados por la Red de Defensores de 
Derechos Laborales -REDLG- integrada por sindicalistas, activistas y promotores 
de Derechos Laborales representantes del Movimiento Sindical Popular y 
Autónomo y de los Sindicatos Globales con el apoyo y asesoría técnica del Centro 
de Solidaridad (una ONG afiliada a la AFL-CIO).

En un primer momento, se hace un resumen del contexto socioeconómico y 
político en el cual se realiza el análisis de la violencia antisindical. En la segunda 
parte se profundiza un poco en la violencia antisindical desde una perspectiva 
sistémica o estructural para luego identificar la violencia simbólica y el discurso 
del odio que permea en la sociedad. Por último, se presentan datos sobre la 
violencia directa que sufren las personas defensoras de derechos laborales y 
sindicales en Guatemala para concluir y recomendar sobre los siguientes pasos 
tanto para la REDLG como para el Estado de Guatemala en la lucha por terminar 
con la violencia antisindical.

La importancia de la información que se publica en este informe radica en la 
necesidad de visibilizar la violencia antisindical, el impacto que tiene a nivel 
personal y colectivo así como la necesidad de recordarle a las instituciones 
del Estado su papel de garantizar condiciones de seguridad y libertad para las 
personas que defienden derechos laborales y sindicales con el fin de fortalecer 
la democracia y mejorar las condiciones de trabajo y de vida de las y los 
guatemaltecos.
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Contexto socioeconómico

“La escasa formación educativa, una estructura productiva 
poco diversificada y una política macroeconómica no 
orientada a la creación de empleos crea las condiciones para 
que la mayoría de personas en Guatemala [tengan acceso] 
únicamente a empleos precarios; esto se agrava para las 
personas indígenas, mujeres, jóvenes y residentes del área 
rural.” (PDH, 2019) 

2. Contexto

Con datos actualizados al 2017, se da a conocer que Guatemala retrocedió en el índice de desarrollo 
humano ajustado por la desigualdad, ubicándose en el puesto 127 de los 189 países evaluados por 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2018). Según los datos actualizados 
del Informe de Desarrollo Humano del 2018, más del 60% de la población se encuentra en situación 
de pobreza, del cual una tercera parte se encuentra en pobreza extrema. Estos números ascienden a 
más del 75% en el área rural. Casi la mitad (46%) de los niños menores de 5 años sufren desnutrición 
crónica y casi el 20% de la población no sabe leer ni escribir (PNUD, 2018). 

A pesar de ser la economía más grande de la región1, la desigualdad manifiesta, tanto a nivel de 
ingresos como en la toma de decisiones y acceso a servicios públicos, refleja la situación precaria 
que viven los guatemaltecos, especialmente las mujeres y jóvenes del área rural. En efecto, el 1% más 
rico de la población tiene un ingreso anual que equivale a la suma de los ingresos del 40% más pobre 
(ICEFI, 2017). En el área urbana metropolitana, los ingresos de las personas equivalen al doble de 
lo recibido en el área rural. Los hombres ganan 22% más que las mujeres y las personas indígenas 
ganan 80% menos que las no indígenas (PDH, 2019). Por otro lado, durante los comicios del 2015, las 
mujeres representaban el 18% de las personas candidatas y únicamente la mitad alcanzó un puesto. 
En el congreso, de 158 diputados, 18 son indígenas.

La tasa de desempleo oscila alrededor del 3%, sin embargo, el 70% de la Población Económicamente 
Activa -PEA- trabaja en el sector informal (CEPAL, 2014). Así, aunque hay acceso a trabajo, la calidad 
de éste ubica a Guatemala como el peor país para trabajar en América Latina según las condiciones, la 
formalidad y el salario. Con esa tasa de informalidad, los trabajadores no gozan de garantías mínimas 
como el salario mínimo, prestaciones, seguridad social, vacaciones, etc. Esto es aún más grave en el 
área rural donde la tasa se eleva al 80%. 

1)  http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/portada.html?idioma=spanish	
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El salario mínimo, fijado periódicamente, es insuficiente para cubrir el costo de la Canasta Básica 
Alimentaria -CBA-. Según el informe del Procurador de los Derechos Humanos para el año 2018, el 
87.26% de las personas trabajadoras percibían un salario inferior al precio de la CBA (PDH, 2019). A 
finales del 2018, queda establecido en el acuerdo gubernativo 242-2018 que el salario mínimo para el 
2019 será el mismo al del 2018 y no será aumentado como en años anteriores.

Tabla 1: Salario mínimo por sector - anual

Fuente: Publinews

Es importante tomar en cuenta que el costo de la Canasta Básica Ampliada, la cual incluye acceso 
a servicios como educación, vestimenta, vivienda, salud, etc. es el doble de la CBA. La equiparación 
del salario mínimo a la canasta básica de alimentos ha sido una demanda constante del movimiento 
sindical y de trabajadores en general. Llama la atención que en el sector maquila, el salario mínimo 
es incluso inferior ya que es el sector beneficiado por exenciones fiscales según la Ley de Fomento de 
Desarrollo de la Actividad Exportadora y de Maquila y representa casi el 10% de las exportaciones 
(CEPAL, 2014). La reacción del CACIF a esta decisión gubernamental fue de considerarla “acertada” ya 
que reduce la informalidad y protege los empleos actuales. Los protege en el sentido que Guatemala 
tiene “uno de los salarios mínimos más altos de la región, por lo que el salario establecido para el 2019 
permitirá también reducir la brecha de competitividad y productividad real respecto a los salarios 
mínimos vigentes en otros países con los que Guatemala y por lo tanto los trabajadores y productores 
guatemaltecos compiten no solo para llegar a los mercados, sino también para atraer inversiones 
productivas” (Cámara del Agro, 2018). 

Cabe mencionar que el salario mínimo de Guatemala es el tercero más alto de la región después de 
Costa Rica y Honduras; sin embargo, se irrespeta en un 75%. En promedio (según la Encuesta Nacional 
de Empleo e Ingresos -ENEI 2016) el ingreso de un trabajador a nivel nacional fue de Q2,131.00, el de 
un trabajador rural fue de Q1,480.00.

Según datos oficiales, Guatemala ha logrado reducir la tasa de homicidios en los últimos años. Sin 
embargo, el 60% de la población considera que la delincuencia y la inseguridad es su principal 
preocupación (ASIES, 2019). Según las encuestas utilizadas para el Informe de PNUD, el 60% de los 
hombres dijeron que tenían sensación de seguridad mientras que únicamente el 44% de las mujeres 
expresaron esa misma sensación. Aunque la tasa de muertes violentas es mayor en el caso de los 
hombres que de las mujeres, casi la mitad de las muertes violentas de mujeres corresponden a casos 

Año
Salario mínimo por sector Canasta básica

de alimentos
Agrícola No agrícola Maquila

2,992.37

2,992.37

2,643.21

2,479.04

2,394.40

2,280.34

2,171.75

2,074.00

1,937.54

2019

2018

2017

2016

2015

2014

2013

2012

2011

2,992.37

2,992.37

2,643.21

2,479.04

2,394.40

2,280.34

2,171.75

2,074.00

1,937.54

2,758.15

2,758.15

2,417.52

2,284.15

2,200.95

2,096.06

1,996.25

1,906.25

1,808.27

3,609.56

4,211.37

3,958.80

3,589.80

3,236.70

2,900.10

2,617.80

2,440.20

Q
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de femicidio2. De enero a junio 2018 se registraron 160 femicidios (GGM, 2018). Tanto la inseguridad, 
como la falta de empleo digno, en el área rural sobre todo, ha empujado a miles de guatemaltecos a 
migrar interna y externamente. La condición de desplazados o de migrantes en condiciones irregulares 
desestabiliza aún más las condiciones ya precarias de los guatemaltecos.

Las condiciones socioeconómicas en las que busca desarrollarse la población guatemalteca se 
producen en el marco de políticas económicas basadas en el modelo neoliberal de “liberación” y 
desregulación de los mercados, reducción del Estado y privatización de los recursos. La explotación 
de los recursos naturales por parte de grandes capitales nacionales y transnacionales ha dado 
lugar a la reducción en más del 25% de la superficie forestal en los últimos 30 años (PNUD, 2018); 
la exacerbación de la conflictividad social en los lugares de explotación; violaciones a los derechos 
humanos contraviniendo convenios internacional de la Organización Internacional de Trabajo -OIT- y 
Naciones Unidas ratificados por el Estado de Guatemala y la agudización de la desigualdad social y 
económica. 

En 2015, Guatemala entró en una coyuntura marcada por una serie de crisis políticas, derivado de las 
acciones anticorrupción que han señalado estructuras criminales dedicadas al saqueo y cooptación 
del Estado, complicando aún más la inestabilidad social y política a la que se enfrenta la sociedad.

Contexto político

“Con la frente en alto puedo decirles que nuestra gestión gubernamental 
no tiene ningún señalamiento de corrupción. Por el contrario, desde la 
presidencia de la República he liderado la lucha contra la corrupción, la 
transparencia gubernamental y la rendición de cuentas”. 
(Extracto de discurso ante ONU de Presidente Jimmy Morales, 15 días 
después de la segunda solicitud de antejuicio en su contra).

En agosto 2017, a raíz de las investigaciones realizadas por el Ministerio Público y la Comisión 
Internacional contra la Impunidad -CICIG- sobre financiamiento electoral ilícito durante los comicios 
del 2015, el presidente Jimmy Morales y parte de su gabinete comenzaron una serie de ataques en 
contra, particularmente, del comisionado Iván Velásquez.

2) Según la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia contra la Mujer de Guatemala (decreto no. 22-2008), femicidio es la “muerte violenta de una mujer, 
ocasionada en el contexto de las relaciones desiguales de poder entre hombres y mujeres, en ejercicio del poder de género en contra de las mujeres”.  Se refiere, entonces, a 
un tipo de muerte violenta en particular en donde la condición de género de la víctima motiva la intensidad de la agresión o la agresión misma.	

27 agosto 2017 Presidente declara Non Grato a Iván Velásquez
10 octubre 2017 Ministerio de Relaciones Exteriores revoca visa de Iván Velásquez
1 febrero 2018 Canciller se reúne con Secretario General de ONU pidiendo se retire a Iván 

Velásquez

19 marzo 2018 Ministerio de Gobernación retira 11 agentes que apoyaban a CICIG en 
investigaciones

4 julio 2018 Ministerio de Gobernación retira a 20 agentes de la PNC asignados a la 
seguridad perimetral de la sede de CICIG

31 agosto 2018 Presidente anuncia en conferencia de prensa la no renovación de mandato de 
CICIG a partir de septiembre 2019.

3 septiembre 2018 Por orden de Migración, se prohíbe el ingreso de Iván Velásquez a Guatemala.
17 diciembre 2018 Cancillería notifica a 11 funcionarios de CICIG que no serán renovadas sus 

visas.
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Ante estas acciones, se presentaron recursos de inconstitucionalidad, entre otros, dejándolas 
sin lugar por la Corte de Constitucionalidad. Sin embargo, estas medidas fueron reacciones que 
evidenciaron la existencia de una estrategia más amplia y compleja. En efecto, las investigaciones 
sobre el financiamiento electoral ilícito develaron el involucramiento no sólo del partido oficial 
sino del entonces alcalde capitalino, Álvaro Arzú y el partido Unionista, así como empresarios de 
las mayores corporaciones del país y miembros del Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y Financieras -CACIF-. La captura del Estado como estrategia política se hizo 
evidente cuando, el 13 de septiembre 2017, el Congreso de la República aprobó, de urgencia nacional, 
la reforma a artículos del Código Penal con la intención de beneficiar a condenados por los delitos 
de corrupción y modificar el delito de financiamiento electoral ilícito trasladando la responsabilidad 
judicial del Secretario General hacia el contador del partido político, y considerar el financiamiento 
ilícito únicamente si los fondos provenían del narcotráfico o crimen organizado3. A los funcionarios 
y empresarios que se verían beneficiados por esto se les denominó Pacto de Corruptos. Aunque la 
reforma se cayó por la presión ciudadana de los días siguientes, a finales del 2018 se logró una reforma 
superficialmente más moderada pero que logra asegurar un nivel de impunidad.

La lucha por mantener la impunidad se hizo latente e involucró a los sectores más poderosos del 
país4. Las reformas a los delitos por corrupción no representaron la primera ni la única cruzada 
que emprendieron estos sectores. Cabe mencionar la iniciativa 5377 que propone reformas a la Ley 
de Reconciliación Nacional pretendiendo conceder amnistía para todas las graves violaciones de 
derechos humanos cometidas durante el conflicto armado interno además de la liberación inmediata 
de quienes ya han sido condenados. Esto no sólo es una afrenta a los convenios internacionales 
ratificados en materia de derechos humanos sino contraviene al Estado de derecho mismo.

Así, como parte de una tendencia regional, Guatemala fue, durante el 2018, escenario de expresiones 
autoritarias de poder en detrimento del Estado de derecho y las garantías constitucionales de 
la población en general. El presidente Jimmy Morales, la canciller Sandra Jovel y el Ministro de 
Gobernación Enrique Dagenhart criticaron públicamente el trabajo de la Corte de Constitucionalidad 
el Tribunal Supremo Electoral, la Contraloría General de Cuentas y el Ministerio Público. Durante la 
conferencia de prensa en la que se anunciaba que no se renovaría el mandato de la CICIG que vencía 
un año después, el presidente se rodeó de más de 70 miembros de las fuerzas de seguridad (civiles 
y militares) en lo que sólo se podría calificar como una amenaza al orden constitucional y, dada la 
historia reciente del país, a la población civil.

3) Artículos 50 y 407 del Código Penal	
4) QuinoQuino, H. (18 de Octubre de 2018). Diputados aseguran impunidad para Morales y sus financistas. La Hora, págs. https://lahora.gt/diputados-aseguran-
impunidad-para-morales-y-sus-financistas	

Foto: Edwin Bercián. Agencia EFE
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El 2018 fue un año de recrudecimiento de agresiones en contra de defensores y defensoras de derechos 
humanos. Desde el paquete de leyes regresivas que además de la reforma a la Ley de Reconciliación 
Nacional, incluye la reforma a la Ley de ONGs buscando restringir la libertad de asociación, hasta el 
estancamiento de la creación de la Política Pública para la Protección a Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos.

Según la Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de Guatemala 
-UDEFEGUA-, durante el 2018 se registraron 26 asesinatos de personas que defienden derechos 
humanos, 18 intentos de asesinato, más de 160 casos nuevos de criminalización y un total de 391 
agresiones. En el caso de asesinatos, es especialmente alarmante dado que en 2017 se registraron 11 
casos (haciendo énfasis en el hecho que uno de esos casos cobró la vida de 42 víctimas en el Hogar 
Seguro Virgen de la Asunción) y 9 intentos de asesinato. Es decir que en 2018 se registró el doble de 
delitos contra la vida. 

Por último, de cara al proceso electoral del 2019, la crisis que enfrentó al Pacto de Corruptos con 
la CICIG sentó las bases para la creación de la agenda política que manejarán los candidatos con el 
objetivo de asegurar la captura del Estado y el mantenimiento del status quo. Entre otras acciones, se 
capitalizó la homofobia y el discurso conservador sobre los derechos reproductivos y sexuales de las 
mujeres para fines políticos.

La organización Transformemos Guate, con apoyo de iglesias de Guatemala, convocó a la Gran Marcha 
por la Vida y la Familia, el 2 de septiembre 2018, en rechazo a las iniciativas de ley de Identidad 
de Género y la Ley para la Protección integral […] a las niñas y adolescentes, víctimas de violencia 
sexual[…]5. No es casual que, durante la conferencia de prensa de Jimmy Morales, dos días antes de 
la marcha, y muchos de los discursos políticos desde entonces, se mencione, fuera de contexto, la 
creencia en “la familia basada en el matrimonio de hombre y mujer”. La generalización que devino 
sobre la mal llamada ideología de género y la agenda homosexual se volvió punta de lanza en parte 
del discurso anti-CICIG <metiendo en una misma canasta> la lucha contra la corrupción, los derechos 
específicos de la población LGBTIQ+ y los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, envuelta 
en nacionalismo apelando a la defensa de la soberanía nacional.
 

5) Iniciativas de Ley 5395 y 5376 respectivamente	



09

Red de Defensores de Derechos Laborales de Guatemala - REDLG 

Definiendo la violencia antisindical
La violencia es el uso o abuso de poder o fuerza con la intención y el resultado de hacer daño. La violencia 
toma tantas formas en la sociedad que es necesario analizarlo dentro del contexto respectivo, de lo 
contrario no se puede visualizar ni comprender el sentido y el impacto que tiene. En otras palabras, 
la violencia no se puede ver como hechos o la suma de hechos aislados. Es importante considerarla 
como un fenómeno social que nos puede dar respuestas a diferentes preguntas según lo analicemos 
desde su integralidad o desde sus partes en un tiempo y espacio delimitados.

La violencia antisindical es, entonces, cualquier acción (u omisión) que produce un daño físico, 
psicológico, económico o material y que tiene como objetivo “debilitar y/o erradicar las organizaciones 
sindicales, por ende, su trabajo a favor de la construcción de la ciudadanía” (Red contra la Violencia 
Antisindical, 2018). Identificar este tipo de violencia va más allá del registro de las agresiones físicas 
o amenazas que sufren quienes son parte de un sindicato o defienden derechos laborales. Cuando el 
objetivo es paralizar la labor de defensa o promoción de los derechos humanos, la violencia puede 
tomar muchas formas, muchas que pasan desapercibidas, y el análisis debe pasar por los sujetos, la 
correlación de fuerzas, las relaciones de poder, los espacios y el tiempo social en el que se produce.

La violencia antisindical, como fenómeno social, es parte de un sistema antisindical que busca 
mantenerse y reproducirse en beneficio de intereses particulares. Para el análisis en este informe, 
se tratará de identificar las manifestaciones de la violencia desde una perspectiva sociológica a 
partir de la teorización de Pierre Bourdieu retomada por Žižek en sus reflexiones sobre la violencia 
en la sociedad contemporánea. Žižek categoriza la violencia según tres grandes niveles: violencia 
estructural, violencia simbólica y violencia subjetiva. Dichas categorías orientarán la descripción de 
la violencia antisindical en Guatemala.

Violencia estructural

“Según cuenta una conocida anécdota, un oficial alemán visitó a Picasso en 
su estudio de París durante la Segunda Guerra Mundial. Allí vio el Guernica 
y, sorprendido por el ‘Caos’ vanguardista del cuadro, preguntó a Picasso: 
‘¿Esto lo ha hecho usted?’. A lo que Picasso respondió: ‘¡No, ustedes lo 
hicieron!’ (Žižek, 2008)

Aunque este informe busca describir la violencia antisindical en Guatemala durante el año 2018, 
la violencia estructural se caracteriza por ser un fenómeno cuyos impactos únicamente se pueden 
visualizar con el transcurrir del tiempo. El corte de delimitación que se hace para 2018 sirve para 
identificar los efectos de esa violencia en este año en particular. 

3. Violencia Antisindical



010

Informe anual sobre violencia antisindical en Guatemala

Su carácter estructural se refiere a que el origen de la violencia se encuentra en las instituciones 
gubernamentales y sociales. 

A partir de la transición democrática en la década de 1980, la economía también conoció una transición 
hacia el modelo neoliberal que promueve la idea de que el comercio libre, apertura de mercados, 
privatización, desregulación y reducción de la inversión pública son las mejores vías para fomentar el 
crecimiento económico. Este modelo implicó la desregulación del mercado de trabajo flexibilizando 
la contratación en el sentido de hacerla más ágil y poco comprometida. Con la justificación de evitarle 
el costo de las indemnizaciones a los empleadores para poder crear más puestos laborales, se puso 
en riesgo directo las garantías de los derechos de trabajo reconocidos tanto en la Constitución de la 
República como en convenios internacionales ratificados por el Estado.  La sindicalización se ha visto 
fuertemente afectada a partir de la implementación de estas medidas, especialmente en el sector 
privado. La precarización del trabajo estable obstaculiza la libre asociación de los trabajadores en 
sindicatos. La realidad ha demostrado que el modelo neoliberal no busca la poca intervención del 
Estado en la economía, sino la intervención en favor de los intereses de las grandes corporaciones 
nacionales e internacionales, y por lo tanto de los empleadores. Promoviendo la competitividad 
laboral en la región para asegurar condiciones más favorables a la inversión extranjera (salarios bajos 
y flexibilidad laboral), estas políticas han arrinconado a los sindicatos a concentrarse en la protección 
de trabajos en detrimento de otros derechos laborales. 

La baja sindicalización, que en el sector privado no logra llegar ni al 1% de la PEA, reduce 
significativamente la capacidad de negociación por parte de los sindicatos teniendo un impacto 
negativo en la representatividad de los trabajadores en espacios políticos de incidencia. La negociación 
colectiva ha perdido fuerza. Según el artículo 215 del Código de Trabajo, se reconocen los sindicatos 
de industria, pero se requiere su constitución con la mitad más uno de los trabajadores de esa 
actividad. En ese caso, la cantidad de trabajadores requeridos para crear una organización de esa 
naturaleza es demasiado alta y se obstaculiza aún más con la falta de certeza sobre la cantidad de 
trabajadores o empresarios en total por actividad. En ese sentido, el Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social ha jugado un papel determinante. Una condición imprescindible para el ejercicio democrático 
es acceso a información de diferentes fuentes, así como transparencia por parte de las instituciones 
del Estado. En general, en el proceso de transición a la democracia, el Estado de Guatemala ha sido 
particularmente lento en garantizar el acceso a la información pública de calidad. Aunque arrastra 
una tradición burocrática, no existe una Ley de Archivos ni cultura de registro que permita acceder de 
forma ágil y eficiente a datos oficiales. De esa cuenta, se puede ver que datos oficiales de Guatemala 
con los que trabaja la OIT son estimaciones y/o desactualizadas. Esta falta de control por parte del 
Ministerio de Trabajo y Previsión Social, entre otros, aunado al enorme nivel de trabajo informal, 
obstaculiza la constitución de organizaciones laborales o sindicales por sector o actividad productiva, 
dividiendo las cuotas de poder de negociación.  
		
El papel del gobierno y las leyes que regulan las relaciones laborales es la de conciliar los intereses 
de empleadores y trabajadores en búsqueda de la justicia social. En materia de Derechos Humanos, 
el Estado debe proteger a los sectores vulnerables, y en el caso de los derechos laborales, a los 
trabajadores. En 2018, se redujo el presupuesto de la Inspección General de Trabajo en un 15% y en 
9.27% a los inspectores  (PDH, 2019). La Inspección General de Trabajo, durante el 2018 recibió más 
de 21 mil denuncias y atendió más de 31 mil casos6. Sin embargo, “la IGT no tiene un dato exacto de 
la cantidad de centros de trabajo, no sistematiza las medidas adoptadas al finalizar las diligencias de 
inspección, no ha implementado el Registro de Faltas de Trabajo y Previsión Social. Solo dos de cada 
diez sanciones impuestas por la IGT han sido “pagadas” (PDH, 2019). La falta de recursos para el 
MINTRAB limita la calidad de la atención brindada y por lo tanto de la protección que está obligado 

6) Resolución No. 11130010-0009001-2019-069 de la Unidad de Información Pública del Ministerio de Trabajo y Previsión Social	
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a brindar.  Como se mencionó en la Memoria correspondiente al Convenio número 87 de la OIT 
presentada por el Movimiento Sindical y Popular Autónomo Guatemalteco y los Sindicatos Globales 
de Guatemala el 31 de agosto 2018, “la falta de información estadística precisa, limita de manera muy 
seria la posibilidad real de diseñar políticas públicas para fomentar la sindicalización y cumplir con 
otras labores de importancia”.

Datos más precisos arrojan luz sobre la debilidad institucional en cuanto a hacer valer la autoridad y 
la impunidad general que se mantiene en violaciones a los derechos laborales y sindicales.

En 2018 se presentaron 882 denuncias en la Unidad de Delitos contra Sindicalistas de la Fiscalía de 
Derechos Humanos del Ministerio Público de las cuales 659 (75%) son por el delito de desobediencia7.

Fuente: elaboración propia con datos de Ministerio Público.

Esto se refiere a resoluciones judiciales en materia laboral que amparan a sindicalistas pero que no 
son acatadas por los empleadores. 

La violación reiterada a los derechos sindicales y la impunidad subsecuente, así como la  implementación 
de políticas que generan condiciones adversas a la organización sindical refleja la debilidad estructural 
de protección a esos mismos derechos.

En 2008 se presentó la demanda laboral bajo el Capítulo Laboral del Acuerdo de Promoción Comercial 
entre Centroamérica-República Dominicana y Estados Unidos (DR-CAFTA por sus siglas en inglés) por 
la impunidad en los casos de violencia antisindical, sobre todo asesinatos en contra de sindicalistas y 
en 2012 se presentó queja ante OIT por el incumplimiento por parte de Guatemala del Convenio sobre 
la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación. A raíz de dicha queja se estableció una 
Hoja de Ruta para alcanzar el cumplimiento del Convenio y la creación de una comisión tripartita 
para darle seguimiento. El 2018, el movimiento sindical presentó dos memorias en las cuales indica 
la falta de cumplimiento a cada uno de los puntos de la hoja de ruta por parte del gobierno. En 2018, 
durante visitas realizadas al país de misiones de alto nivel de OIT, la Organización Internacional 
de Empleadores -OIE y de la Confederación Sindical Internacional -CSI, tanto el gobierno como el 
sector de empleadores afirmaron avances en materia de derecho laboral y libertad sindical sin que 
estos correspondieran al cumplimiento de la Hoja de Ruta acordada. A pesar de los señalamientos 
reiterados del movimiento sindical sobre el incumplimiento de los compromisos contraídos por el 
Estado, la OIT dio por cerrada la queja.

Obstaculizar la labor sindical y de defensa de derechos laborales implica utilizar muchos recursos 
para reducir el campo de trabajo por dos vías: primero, afectando las condiciones mismas de ese 
campo (la violencia estructural) y segundo, reduciendo la aceptación de ese trabajo por parte de 

7) Resolución UIP/G 2019-001250/bglpda                         

 EXP UIP  2019-000497	

Delito

Desobediencia

por particulares

Desobediencia por

funcionarios

Cantidad
de denuncias

418

241
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la población. Los ataques al prestigio y la legitimidad han venido acompañando, paralelamente, las 
políticas anteriormente expuestas, y se le puede denominar violencia simbólica.

Violencia simbólica
 
Ilustración 1.-  

En las democracias modernas, se considera a la prensa como el cuarto poder. La democratización 
de los medios de comunicación permitiría extender los diálogos y discusiones entre diferentes 
sectores de la sociedad como ejercicios de consenso y medición de opinión pública. Sin embargo, en 
Guatemala, los medios de comunicación son sólo un brazo más del aparato del bloque en el poder. Los 
medios de comunicación juegan un papel de formación de opinión. Dado que los contenidos en los 
medios de comunicación tradicionales y en redes sociales están controlados y censurados, el acceso a 
la información es limitada y dirigida. 

A través de esta limitación es posible crear un discurso que aparentemente se construye a partir 
de diferentes opiniones pero que en realidad va delimitando el marco de pensamiento a través de 
la homogeneización de ciertos significados. La imposición del lenguaje permite la instalación de un 
conjunto de ideas en el imaginario social moldeando la forma de pensar y percibir la realidad. Así, 
se ha venido bombardeando a la población guatemalteca con un discurso anti derechos humanos 
en general y anti sindical en particular.  La criminalización y estigmatización desde los medios de 
comunicación ha sido una constante. Aunque durante el 2018 la coyuntura política ocupó otros temas, 
la lucha anticorrupción que tuvo auge en el discurso social a partir del 2015 fue capitalizada para 
atacar al movimiento sindical. 

En efecto, las noticias sobre las demandas y reivindicaciones por parte de sindicatos de trabajadores 
del Estado se hicieron más públicos a través de los medios sociales con lo cual se deduce la intención  
de generar rechazo de la población en general al imponer asociaciones como, por ejemplo, el concepto 
de pacto colectivo con corrupción sin dar lugar a una profundización en la comprensión de los 
conceptos. En 2018, la REDLG registró 5 asesinatos de los cuales sólo uno fue cubierto por los medios 
pero obviando la actividad sindical de la víctima. De igual manera, el trabajo que el gobierno reporta 
sobre la inspección en maquilas que se desarrolló en la búsqueda del cierre de la queja ante la OIT 
tuvo suficiente cobertura en medios de comunicación, pero no se encuentra nada de las reiteradas 
amenazas de cierre que realizan los empleadores de éstas cuando trabajadores denuncian abusos, 
malos tratos, no pago de salario e incumplimiento de sus derechos. 

Las amenazas directas a los dirigentes pasan completamente desapercibidas, incluso para la REDLG 
por miedo a represalias. Con la población, sobre todo urbana, con los ojos puestos en las acciones del 
gobierno en la lucha contra la corrupción, los medios combinaron el rechazo al mal uso del erario con 
algunas malas prácticas de trabajadores sindicalizados del Estado para generalizar y estigmatizar al 
movimiento completo.
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La preocupación que ha venido aumentado por parte de organizaciones de derechos humanos frente 
a este aumento del discurso de odio promovido desde los medios de comunicación y redes sociales es 
cuando el odio pasa del discurso a la acción. De hecho, la violencia simbólica se manifiesta cuando la 
forma de pensar justifica acciones violentas. Por ejemplo, la violencia contra la mujer como resultado 
del discurso machista, la discriminación étnica como resultado del discurso racista, o los crímenes 
de odio como resultado del discurso conservador. Las redes sociales, tras una cortina de anonimato 
e impunidad, han reproducido exponencialmente el discurso antisindical al punto que se incita a la 
violencia en contra de defensores y defensoras, sobre todo cuando realizan manifestaciones.

La misma división dentro del movimiento sindical, generada por el aislamiento producto de la 
violencia estructural mencionada anteriormente, ha debilitado la capacidad de respuesta en el plano 
del discurso. Ante esto, se puede observar una indiferencia ante la violencia directa que sufren los 
sindicalistas y personas que defienden derechos laborales, o incluso hasta una apología a la violencia 
antisindical.

Sin la capacidad de generar indignación en la opinión pública por el fenómeno de violencia antisindical, 
considerando la baja tasa de sindicalización en Guatemala, y el debilitamiento institucional en materia 
de protección y garantía de los derechos laborales y sindicales, se van generando las condiciones de 
impunidad que permiten el aumento de la violencia subjetiva, aquella que sufren directamente los 
sindicalistas y personas que defienden derechos laborales.

Violencia subjetiva
Como se mencionó anteriormente, el Ministerio Público recibió 882 denuncias en la Unidad de Delitos 
contra Sindicalistas. De estas denuncias, se contabilizaron 1788 personas agraviadas.

Gráfico 1: Cantidad de personas agraviadas por género
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Ilustración 2.-  
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A continuación, se presentan algunos datos sobre las denuncias presentadas ante el MP.

Gráfico 2: Cantidad de denuncias por departamento

Guatemala es el departamento que presentó más denuncias en dicha unidad. Esto tiene sentido 
considerando que la Unidad de Delitos Contra Sindicalistas se encuentra en la ciudad de Guatemala 
pero es importante analizar a profundidad las expresiones de la cultura de denuncia en las diferentes 
regiones del país, relacionadas con el acceso a la justicia por cuestiones de distancia, idioma, género 
y actividad económica. Con la poca información sobre la sindicalización en Guatemala, no es posible 
determinar el nivel de subregistro con el que se está trabajando, sin embargo, no sorprende que los 
departamentos donde existen grandes producciones agroindustriales de monocultivo es donde menos 
se presentan denuncias, ya sea por falta de denuncia o por falta de sindicalización. Es importante 
tener en cuenta que, de no presentarse la denuncia en la Unidad de Delitos contra Sindicalistas, se 
puede presentar en cualquier fiscalía del Ministerio Público y es responsabilidad del fiscal asignarla 
a la unidad correspondiente de investigar. Con la cooptación del sistema de justicia, es importante 
analizar e indagar más a profundidad sobre los criterios con los que se trasladan estos expedientes a 
la Unidad de Delitos contra Sindicalistas o a la fiscalía de Derechos Humanos en su defecto.
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Gráfica 3: Cantidad de denuncias por tipo de delito

*Se agruparon las tipificaciones que tenían 2 o menos denuncias, excluyendo asesinato, plagio o secuestro, lesiones graves, detención ilegal y homicidio culposo por la 
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libertad sindical, al reportar 40 casos de amenazas y 42 casos de coacción. Los más de 600 casos de 
desobediencia pone en manifiesto cómo el Ministerio de Trabajo no ha asumido un papel más activo 
en la mediación y intervención en casos de violencia en el mundo del trabajo. 

A continuación, para ejemplificar mejor el ambiente de terror que se genera con los ataques directos 
que sufren las personas que defienden derechos sindicales y laborales, se presentan los casos 
registrados por la REDLG durante el 2018.
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N° Nombre de la víctima Organización Nº de víctimas Resumen del hecho
1 Joviel Acevedo Sindicado de 

Trabajadores de 
Educación de Guatemala 
-STEG-

2 Intento de asesinato - 20/01/2018. 
Dos hombres desconocidos dispararon con 
arma de fuego a Esteban Hermelindo Cux del 
Comité de Unidad Campesina y a Joviel Acevedo 
del Sindicato de Trabajadores de la Educación 
de Guatemala mientras se encontraban en 
acompañando el proceso de suministro de 
paquetes de alimentos para catorce familias 
beneficiadas por medidas cautelares otorgadas 
por la CIDH, en Panzós, Alta Verapaz. (Alta 
Verapaz)

2 Norma Ramírez Sindicato de 
trabajadores 
del Ministerio 
de Gobernación 
-SITRAMINGOB

1 Amenaza verbal - 27/02/2018. 
La sindicalista fue amenazada de muerte por 
vía telefónica por parte del asesor jurídico del 
Gobernador Departamental a raíz de denuncias 
administrativas presentadas por anomalías 
en los procesos de fiscalización de sorteos. 
(Guatemala)

3 Alejandro García 
Felipe 

Sindicato Nacional de 
Trabajadores de Salud  
de Guatemala -SNTSG-

1 Asesinato – 29/04/2018. Alejandro García, 
auxiliar enfermero de San Juan Tecuaco, Santa 
Rosa y Secretario de la filial del distrito fue 
asesinado por desconocidos. Fue hallado en 
una finca en Escuintla.

4 Domingo Nach Sindicato de 
trabajadores de la 
Municipalidad de Villa 
Canales

1 Asesinato - 20/06/2018. Domingo Nach 
Hernández, integrante del Sindicato de 
Trabajadores de la Municipalidad de Villa 
Canales, fue encontrado sin vida, días después 
de haber sido secuestrado por individuos 
desconocidos. El Sindicato, días antes, logró 
la reinstalación de varios trabajadores que 
fueron ilegalmente despedidos debido a un 
emplazamiento. Domingo Nach había sido 
amenazado de muerte anteriormente y se 
denunció ante las autoridades competentes. 
(Guatemala)

5  Juan Chavarría Sindicato de 
Trabajadores de la 
Municipalidad de 
Melchor de Mencos

1 Asesinato - 22/06/2018. Ex directivo del 
Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad 
de Melchor de Mencos, Petén, Juan Chavarría 
fue asesinado por individuos desconocidos, 
en un barrio de la cabecera departamental 
de dicho municipio. Este crimen ocurre en 
el contexto de una denuncia que Chavarría 
realiza en contra del actual alcalde Amado 
Yanes por negarse a reinstalar a un grupo de 
empleados que pertenecen al sindicato de la 
municipalidad, los cuales fueron despedidos a 
inicios de la gestión de Yanes. (Petén)

6 Isay Aylon Sindicato de 
Trabajadores 
Municipales de la 
Municipalidad de Villa 
Canales -SITRAMVCG-

2 Ataque y hostigamiento a la familia 
-22/06/2018. Después del asesinato del 
Secretario General del Sindicato en el contexto 
de la lucha por la reinstalación de trabajadores 
de la Municipalidad de Villa Canales, la esposa 
del sindicalista recibe una llamada telefónica 
en la cual la amenaza de muerte a ella y sus 
hijos si él sigue en el movimiento. (Guatemala)

Casos registrados por la REDLG durante el 2018
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N° Nombre de la víctima Organización Nº de víctimas Resumen del hecho
7 Juana Raymundo Sindicato Nacional de 

Trabajadores de Salud  
de Guatemala -SNTSG-

1 Asesinato- 28/06/2018. La sindicalista fue 
torturada y asesinada en Nebaj, Quiché. Mayra 
Raymundo era también dirigente campesina 
de CODECA, recién electa como Secretaria de 
Juventud del Movimiento para la Liberación de 
los Pueblos MLP.

8 David Figueroa Sindicato de 
Trabajadores del Centro 
Universitario de Petén 
-CUDEP-

1 Asesinato - 06/07/2018. David Figueroa 
García, representante de los trabajadores 
miembros del Sindicato del Centro Universitario 
de Petén -CUDEP- y piloto automovilista de la 
misma casa de estudios, muere a causa de 
varios disparos provocados por un individuo 
desconocido quien se transportaba en una 
motocicleta y se encontraba supuestamente 
cometiendo un acto delictivo en contra de otra 
persona, a quien también le dispara y provoca 
su muerte. El hecho ocurre a inmediaciones del 
municipio de San Benito, cerca de la casa de 
habitación del defensor. Es importante hacer 
mención que días antes David Figueroa había 
reportado a algunos compañeros, difamación, 
hostigamiento e intimidación por parte de un 
grupo de personas en contra de su liderazgo y 
que pensaba renunciar del sindicato. (Petén)

9 Gladis Marroquín Centro de Estudios y 
Apoyo al Desarrollo Local 
-CEADEL-

1 Denuncia judicial sin fundamento - 8/8/2018. 
Después de asesorar a dos ex-trabajadores 
de la Finca Unión de Cuatro Pinos, Resp. Ltd, 
fue denunciada por la misma por el delito de 
extorsión. A pesar de haber presentado pruebas 
de descargo, fue ligada a proceso por coacción. 
(Chimaltenango)

10 Mirna Nij Federación Sindical de 
Mujeres Guatemala 
-FSMG-

1 Intimidación - 09/08/2018. En la comunidad 
San Luis de Cobán, Alta Verapaz se llevó a 
cabo un geoposicionamiento de tierras, en 
cumplimiento del acuerdo 169 y compromisos 
establecidos en una mesa de diálogo con el 
ministro de la defensa. A esta actividad se 
hacen presentes miembros del Ministerio 
de la Defensa, el coronel de armas y 
municiones de Cobán Rony Romero y Mirna 
Nij, Secretaria General de la Federación 
Sindical Mujeres Guatemala FSMG, quien les 
brinda acompañamiento a las personas que 
habitan la finca. Es así como durante una 
reunión llevada a cabo previo a empezar el 
proceso de delimitación de tierras, soldados le 
toman varias fotografías a Mirna Nij. Cuando 
ya había terminado la actividad y Mirna Nij se 
dirige hacia la estación de Bus Monja Blanca, 
se percata que varios vehículos color blanco 
se encuentran parqueados en la orilla de la 
carretera y uno igual afuera de la estación de 
buses. Nota a dos individuos que la vigilaban. 
(Alta Verapaz)
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N° Nombre de la víctima Organización Nº de víctimas Resumen del hecho
11 Victoria Soto Sindicato de 

Trabajadores de la 
Universidad de San 
Carlos de Guatemala 
-STUSC-

1 Discriminación en contra de la mujer 
-28/08/2018. Autoridades de la Universidad de 
San Carlos de Guatemala y antiguos miembros 
del Sindicato de Trabajadores de esta casa 
de estudios, orquestaron una campaña de 
deslegitimación en contra de Victoria Eunice 
Soto Pérez, actual secretaria de finanzas del 
sindicato, a quién han agredido verbalmente 
y subestimado en su labor y decisiones.  
(Guatemala)
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Uno de los mayores obstáculos en el registro de la violencia antisindical se comprende dentro 
de la normalización de la violencia como sociedad. Dado que el sindicalismo o la defensa de 
derechos humanos atraviesa a la población sin condición de género, etnia, edad u orientación 

sexual, la violencia antisindical puede ser menos visible cuando se da contra poblaciones vulnerables. 

Las mujeres o personas de la comunidad LGBTIQ+, por ejemplo, tienden a correr doble o triple riesgo 
al organizarse en defensa sus derechos porque deben actuar en condiciones de exclusión más fuertes 
y frente a otros tipos de violencia estructural y simbólica. Una mujer sindicalista puede generar 
rechazo por su condición de sindicalista, pero ser agredida por su condición de mujer y de esta 
manera se invisibiliza el carácter antisindical de la violencia. En otras palabras, hay vulnerabilidades 
específicas que generan violencia diferenciada. Se hace la reflexión sobre la importancia de analizar 
la violencia en todas sus dimensiones, así como los impactos de las mismas acciones de defensa que 
realizan las personas defensoras de Derechos Humanos como parte de un sistema de relaciones 
sociales interconectadas y no aisladas. La articulación entre los diferentes esfuerzos por erradicar las 
diferentes formas de violencia social es clave para la ampliación del campo de trabajo del movimiento 
sindical y recalca la idea de que en colectivo nos protegemos mejor.

La violencia antisindical es un fenómeno social que hay que visualizar desde sus manifestaciones 
generales hasta las particulares.

La libertad sindical en Guatemala sigue siendo muy limitada a pesar de la legislación vigente en 
materia de derechos humanos y sindicales y la ratificación de convenios internacionales. La debilidad 
institucional y la cooptación del Estado pone en riesgo la poca aplicación de dicha legislación.

La estigmatización del sindicalismo como forma de organización, exacerbado en la coyuntura, ha 
limitado el campo de trabajo de los sindicatos y ha generado violencia desde la misma sociedad.

Existe un enorme subregistro por parte de la REDLG así como por parte de instituciones sobre la 
realidad sindical y las diferentes expresiones de violencia antisindical. Aunque ha habido avances en 
el fortalecimiento de una cultura de denuncia, la impunidad y la normalización de la violencia, entre 
otros factores, no ha permitido aumentar el registro.

Considerando la cultura de violencia en la que se desenvuelve la cotidianidad guatemalteca, la 
violencia antisindical puede tomar muchas formas e identificarla como tal significa un reto tanto para 
los sindicatos mismos, para la REDLG como para las instituciones encargadas de brindar protección. 

Por esta razón, se recalca la importancia de consensuar criterios y analizar casos registrados para 
comprender y emprender procesos de formación con mayor alcance para lograr la incidencia deseada 
en el camino a la erradicación de la violencia antisindical.

4. Conclusiones 
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A los sindicatos:
•	 Priorizar las acciones de sensibilización sobre la importancia del registro y denuncia de la 

violencia en contra de sindicalistas y en contra de personas que defienden derechos laborales 
en Guatemala;

•	 Incorporar un enfoque de género en el análisis de la violencia antisindical y en contra de 
defensores y defensoras de derechos laborales para identificar casos invisibilizados como 
crímenes pasionales, de odio o en contra de la mujer.

Al Ministerio de Trabajo: 
•	 Actualizar los registros sobre la sindicalización en Guatemala y agilizar los procesos de acceso 

a la información pública.
•	 Asumir un papel activo en las acciones de protección y prevención de violencia antisindical por 

ser un tema de derecho laboral.

Al Ministerio Público:
•	 Fortalecer los conocimientos y la implementación del instructivo 01-2015 por parte de los 

Fiscales de Distritos, Fiscales de Distro Adjuntos, Discales de Sección, Fiscales de Sección 
Adjuntos, Fiscales Municipales, Agentes Fiscales, Auxiliares Fiscales, Oficiales de Fiscalía y del 
personal de Oficinas de Atención a la Víctima – OAV-, Oficinas de Atención Permanente -OAP- y 
a colaboradores del MP en general.

Al Ministerio de Gobernación:
•	 Que se fortalezca a la Institución para que haya capacidad y recursos para implementar el 

Protocolo de Implementación de Medidas de Seguridad Inmediatas y Preventivas a favor de 
personas defensoras de los derechos laborales.

Al Ministerio Público, Ministerio de Trabajo y Organismo Judicial:
•	 Dar seguimiento a los casos de desobediencia de resoluciones judiciales por parte de 

particulares y funcionaros en materia laboral.
•	 Fortalecer las capacidades de coacción para asegurar el acatamiento de las resoluciones 

judiciales en materia laboral.
 

5. Recomendaciones 
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